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 Resumen 

Se examina el tratamiento de las denuncias falsas en el ámbito laboral, 
especialmente en el marco de la Ley Nº 21.643, conocida como Ley Karin. 
En primer término, se revisan sus principales modificaciones normativas y 
algunos antecedentes relativos a su implementación, caracterizada por un 
aumento de las denuncias y por dificultades relacionadas con la 
admisibilidad, la capacidad institucional, la protección de las personas 
involucradas y el desarrollo de las investigaciones. 

El análisis se concentra en las consecuencias jurídicas de las denuncias 
falsas. Al respecto, se distingue entre denuncia inconsistente, denuncia no 
acreditada y denuncia falsa, categorías que no resultan equivalentes. En 
particular, la Dirección del Trabajo señala que la falta de antecedentes 
suficientes para acreditar los hechos denunciados no permite concluir, por 
sí sola, que una denuncia sea falsa. Asimismo, se constata que la Ley 
Karin y su Reglamento no establecen una sanción específica y automática 
frente a una denuncia falsa o presentada de mala fe. 

En el ámbito privado, una denuncia deliberadamente falsa podría generar 
consecuencias laborales, sujetas a la potestad disciplinaria del empleador 
y al marco legal y reglamentario aplicable, así como eventuales 
consecuencias penales o vinculadas con la protección de la honra y la 
reparación de daños. En el sector público existen disposiciones 
específicas que sancionan determinadas denuncias falsas formuladas a 
sabiendas de su falsedad o con ánimo de perjudicar, pudiendo incluso dar 
lugar a la destitución en los casos previstos por los estatutos 
administrativos. 

Finalmente, se examina el proyecto de ley -Boletín N.º 18.278-13- que 
propone establecer sanciones específicas para las acusaciones falsas en 
materia laboral y las observaciones formuladas por la Corte Suprema, que 
advierte sobre la necesidad de no equiparar la falta de acreditación de los 
hechos con la falsedad o mala fe del denunciante. 
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Introducción 

A solicitud del requirente, se efectúa una revisión de las sanciones aplicables a las “denuncias falsas” 
en el ámbito laboral, especialmente en el marco de la Ley Nº 21.643, conocida como Ley Karin. 

En el marco de este informe, se entenderá por denuncia falsa aquella formulada a sabiendas de su falta 
de veracidad o con el propósito deliberado de perjudicar al denunciado, distinguiéndose, como se verá, 
de las denuncias no acreditadas, presentadas de buena fe pero sin antecedentes suficientes para probar 
los hechos. 

El informe se divide en tres secciones. La primera presenta los principales aspectos de la Ley Karin y 
una sucinta exposición de los principales hallazgos relativos a su implementación. La segunda examina 
las sanciones aplicables a las denuncias falsas formuladas en el ámbito de dicha ley, distinguiendo su 
tratamiento en los sectores privado y público. La tercera aborda un proyecto de ley que propone 
sancionar las acusaciones falsas en materia laboral, correspondiente al Boletín Nº 18.278-13, así como 
las principales observaciones formuladas por la Corte Suprema respecto de dicha iniciativa. 

El tema abordado y sus contenidos se encuentran delimitados por los parámetros de análisis acordados, 
el plazo de entrega convenido y la información disponible. Este documento no constituye un estudio 
académico exhaustivo, sino un informe técnico elaborado conforme a criterios de neutralidad, 
pertinencia, síntesis y oportunidad. 

I. Principales aspectos normativos y evaluación de la implementación de la Ley Karin 
 
Esta sección presenta los principales antecedentes y contenidos de la Ley N° 21.643 —Ley Karin—, 
junto con una síntesis de los principales hallazgos, dificultades y desafíos identificados en su 
implementación 

1. Principales aspectos de la Ley Karin 

La Ley N° 21.643, también conocida como “Ley Karin”1, surgió a partir de una moción2 ingresada al 
Congreso Nacional el 13 de junio de 2022, cuyo objetivo fue promover relaciones laborales, tanto en el 
sector público como privado, basadas en un trato libre de violencia, compatible con la dignidad de las 
personas y con perspectiva de género, fortaleciendo la prevención del acoso sexual, el acoso laboral y 
la violencia en el trabajo. 

Durante su primer trámite legislativo, la iniciativa fue patrocinada por el Ejecutivo, que presentó 
indicaciones destinadas a ampliar su alcance e incorporar expresamente a los funcionarios del sector 
público. En segundo trámite, el proyecto fue aprobado por unanimidad por la Sala del Senado, 
introduciéndose modificaciones destinadas a fortalecer su efectividad. Posteriormente, en tercer trámite, 

 
1 El proyecto buscó recordar la memoria de la técnica en enfermería de nivel superior Karin Salgado, quien decidió 
quitarse la vida en noviembre de 2019, tras vivir maltrato laboral al interior del hospital “Herminda Martin”, de 
Chillán. 
2 Moción de las diputadas Erika Olivera, Daniella Cicardini, Camila Musante y Ximena Ossandón y de los diputados 
Andrés Celis, Luis Cuello y Mauricio Ojeda 
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la Cámara de Origen aprobó también por unanimidad las modificaciones efectuadas por la Cámara 
Revisora. La ley fue publicada en el Diario Oficial el 15 de enero de 2024 y entró en vigencia el 1 de 
agosto del mismo año. 

Las principales modificaciones introducidas por la Ley3 fueron al Código del Trabajo y diversos cuerpos 
normativos aplicables al sector público, entre ellos las leyes N° 18.575, Orgánica Constitucional de 
Bases Generales de la Administración del Estado; N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo; y N° 18.883, 
sobre Estatuto Administrativo para Funcionarios Municipales. Estas modificaciones buscan fortalecer la 
prevención, investigación y sanción del acoso sexual, el acoso laboral y la violencia en el trabajo. 

1.1. Principales modificaciones al Código del Trabajo 

La Ley Karin establece que las relaciones laborales deben desarrollarse en un ambiente de respeto, 
libre de violencia y compatible con la dignidad de las personas, incorporando además la perspectiva de 
género en la prevención, investigación y sanción de estas conductas. 

a. Conductas reguladas 

La ley contempla principalmente las siguientes conductas: 

 Acoso sexual: requerimientos de carácter sexual realizados por cualquier medio, sin 
consentimiento de quien los recibe, que amenacen o perjudiquen su situación laboral u 
oportunidades de empleo. 

 Acoso laboral: toda conducta de agresión u hostigamiento ejercida por el empleador o por uno o 
más trabajadores contra otro trabajador. Puede producirse una sola vez o de manera reiterada, 
cuando provoque menoscabo, maltrato, humillación o perjuicio en la situación laboral de la 
persona afectada. 

 Violencia en el trabajo ejercida por terceros: conductas que afecten a persona trabajadora y que 
provengan de personas ajenas a la relación laboral, tales como clientes, proveedores o usuarios. 

 Asimismo, la ley amplía las situaciones que pueden constituir actos discriminatorios, 
incorporando, entre otros factores, el origen social. 

b. Obligaciones del empleador 

Los empleadores deben contar con un Protocolo de Prevención del Acoso Sexual, Laboral y la Violencia 
en el Trabajo. Este debe considerar, entre otros aspectos, la identificación y evaluación de riesgos 
psicosociales con perspectiva de género; medidas de prevención y control; capacitación e información 
a las personas trabajadoras; mecanismos de protección; resguardo de la privacidad y honra de quienes 
intervienen en los procedimientos; y acciones de mejora continua. 

El protocolo y el procedimiento de investigación deben incorporarse al Reglamento Interno de Orden, 
Higiene y Seguridad o, cuando no exista obligación de contar con este instrumento, ser informados por 
escrito a los trabajadores. 

 
3 Resumen elaborado a partir de BCN, Ley Chile (2024). Ley N° 21.643. 
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Además, el empleador debe informar semestralmente los canales internos para efectuar denuncias, las 
instancias estatales a las que pueden recurrir las personas trabajadoras y las vías de acceso a 
prestaciones de seguridad social. 

c. Procedimiento frente a denuncias 

Las investigaciones deben desarrollarse conforme a los principios de confidencialidad, imparcialidad, 
celeridad y perspectiva de género. 

En términos generales, el procedimiento comprende: 

 la presentación de la denuncia por la persona afectada o su representante; 
 la adopción inmediata de medidas de resguardo; 
 la investigación de los hechos, realizada por la empresa o derivada a la Dirección del Trabajo; y 
 el término de la investigación, con la adopción de medidas correctivas y, cuando corresponda, la 

aplicación de sanciones. 

Desde la recepción de una denuncia, el empleador debe adoptar medidas inmediatas de protección, 
considerando especialmente la seguridad de la persona denunciante y, cuando corresponda, su acceso 
a atención psicológica temprana. Asimismo, debe informar sobre los canales disponibles para denunciar 
hechos que eventualmente puedan constituir delitos y comunicar las medidas adoptadas tanto a la 
persona denunciante como a la denunciada. 

En este sentido, la Ley Karin refuerza especialmente la prevención, la protección de las personas 
trabajadoras y la responsabilidad de los empleadores en la generación de ambientes laborales seguros 
y libres de violencia. 

1.2. Principales modificaciones en el ámbito público 

En el sector público, la Ley N° 21.643 introdujo modificaciones a las leyes N° 18.575, 18.834 y 18.883, 
reforzando la prevención, investigación y sanción del acoso laboral, el acoso sexual y la violencia en el 
trabajo en los órganos de la Administración del Estado y las municipalidades. 
 
La Ley N° 18.575 establece que la función pública debe desarrollarse en espacios libres de violencia y 
acoso, correspondiendo a los organismos públicos adoptar medidas de prevención, investigación y 
sanción. Asimismo, estos deben contar con protocolos de prevención que contemplen, entre otros 
aspectos, la evaluación de riesgos psicosociales, medidas preventivas, capacitación, mecanismos de 
protección y resguardo de la privacidad y honra de las personas involucradas. 
 
Las investigaciones y sumarios administrativos deben sujetarse a los principios de confidencialidad, 
imparcialidad, celeridad y perspectiva de género. Además, las conductas constitutivas de acoso sexual, 
acoso laboral o violencia en el trabajo se incorporan entre aquellas que contravienen especialmente el 
principio de probidad administrativa. 
 
Respecto de las leyes N° 18.834 y N° 18.883, las principales modificaciones contemplan la obligación 
de resolver fundadamente el inicio de investigaciones ante amenazas contra la vida o integridad física 
de funcionarios; la exigencia de resolución fundada para desestimar denuncias de acoso laboral o 
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sexual; mayores derechos para las personas afectadas durante la investigación; la adopción de medidas 
de resguardo; y la posibilidad de reclamar ante la Contraloría General de la República respecto de 
determinadas resoluciones. 
 
En el ámbito municipal, la Ley Karin también modificó la Ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de 
Municipalidades. Entre otras medidas, contempla la posibilidad de solicitar la destitución de alcaldes o 
alcaldesas cuando se determine responsabilidad por determinadas conductas de acoso o 
discriminación, y establece que estas pueden constituir causal de cesación en el cargo de concejal en 
los casos previstos por la ley. 
 
2. Evaluación sobre la aplicación de la Ley N° 21.6434  
 
A poco más de dos años de la publicación de la Ley N.º 21.643, existen diversas evaluaciones sobre su 
implementación provenientes de organismos públicos, instituciones académicas, centros de estudios y 
especialistas. Estas fuentes permiten identificar los principales resultados de su aplicación, las 
dificultades advertidas y las propuestas formuladas para mejorar su funcionamiento. 
 
2.1 Balance de la implementación y principales hallazgos 
 
Los antecedentes de la Dirección del Trabajo muestran un aumento sostenido de las denuncias desde 
la entrada en vigencia de la Ley Karin. Entre agosto y diciembre de 2024 se recibieron 21.864 denuncias 
y, al 31 de diciembre de 2025, la cifra acumulada alcanzó 66.596 ingresos (DT, 2024a; DT, 2026b: 4). 
En agosto de 2026, el cuarto informe estadístico de la institución registró 92.643 ingresos asociados a 
posibles materias reguladas por la ley, de los cuales 32.565 fueron clasificados para continuar su 
tramitación, 14.658 avanzaron a investigación y 8.528 investigaciones habían concluido. En 1.551 casos 
se constató administrativamente la existencia de hechos vulneratorios, mientras que el acoso laboral 
concentró el 86,7% de las materias investigadas. 
 
Las mujeres concentran la mayor proporción de denuncias, con un 67,8% durante 2024 y un 66,7% en 
el período informado hasta diciembre de 2025 (DT, 2024a; DT, 2026b: 8). Diversos estudios han 
destacado la necesidad de reforzar la perspectiva de género en la prevención, investigación y sanción 
del acoso y la violencia laboral (Tabilo y Díaz, 2025: 7). Asimismo, se ha observado una mayor incidencia 
de situaciones de acoso laboral y sexual entre mujeres jóvenes y de mediana edad, lo que daría cuenta 
de una interacción entre factores de género y edad (Díaz y Navarro, 2025: 63). 
 
El aumento de las denuncias puede relacionarse tanto con las modificaciones normativas como con 
factores culturales. La eliminación de la exigencia de reiteración para configurar determinadas conductas 
de acoso, la difusión de la ley y el fortalecimiento de los deberes preventivos de los empleadores habrían 
contribuido a una mayor utilización de estos procedimientos y a una mayor conciencia respecto de la 
violencia y el acoso en el trabajo (Tabilo y Díaz, 2025: 3). 
 

 
4 En Base del Informe de la Biblioteca del Congreso Nacional. “Aplicación de la Ley Karin: balance y principales 
desafíos” elaborado por Jaime Rojas (2026).  
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No obstante, distintos estudios identifican dificultades en su implementación, entre ellas una persistente 
percepción de desprotección, respuestas insuficientes de algunas empresas y situaciones de 
revictimización (Díaz y Navarro, 2025: 50). Asimismo, la mayor proporción de denuncias formuladas por 
mujeres se ha relacionado con su exposición a situaciones de violencia, acoso sexual y discriminación, 
así como con la persistencia de estereotipos y desigualdades de género en las estructuras laborales 
(Rojas, 2024). 
 
A partir de los resultados observados, la Dirección del Trabajo en el 2026 implementará “DT Previene”, 
estrategia destinada a fortalecer la prevención mediante capacitaciones, revisión de protocolos y 
herramientas para la detección temprana de situaciones de riesgo, complementando así las funciones 
de investigación y fiscalización. 
 
2.2 Principales observaciones y problemas de aplicación 
 
Una primera línea de observaciones se refiere a la amplitud de la regulación y a la delimitación de las 
conductas comprendidas en ella. Alvear (2024) cuestiona tanto la técnica normativa como la amplitud 
de las hipótesis reguladas, mientras que el Instituto Libertad y Desarrollo (ILD) advierte que una 
definición amplia del acoso laboral podría favorecer un uso inadecuado de los procedimientos y generar 
una utilización intensiva de recursos humanos e institucionales (ILD, 2024). 
 
En materia de admisibilidad, se ha observado que la obligación de tramitar e investigar las denuncias 
puede dificultar la realización de un examen preliminar destinado a determinar si los hechos denunciados 
se encuentran efectivamente comprendidos en la ley. La CUT y la Mutual de Seguridad CChC sostienen 
que la ausencia de mecanismos claros de admisibilidad puede producir una activación indiscriminada 
de los procedimientos, desgaste institucional, riesgos de revictimización y desviaciones respecto del 
carácter preventivo del sistema (CUT y Mutual de Seguridad CChC, 2026: 25). 
 
También se han formulado observaciones sobre las reglas probatorias. Fernández (2026: 2) destaca la 
escasa regulación relativa a los tipos de evidencia que pueden recopilarse, las personas que pueden 
aportarla y las oportunidades procesales para hacerlo. Respecto de la perspectiva de género, sostiene 
que esta debe incidir en la admisión, recopilación y valoración de la prueba, particularmente para evitar 
estereotipos y prejuicios, pero no implica rebajar el estándar probatorio ni suplir insuficiencias de la 
investigación (Fernández, 2026: 17). 
 
Otra dificultad corresponde a las brechas institucionales en la implementación. Rifo Castillo et al. (2025: 
12-13) identifican la necesidad de fortalecer los organismos fiscalizadores, mejorar la coordinación 
intersectorial, facilitar el acceso a los mecanismos de denuncia y ampliar la protección a sectores 
actualmente desprotegidos. Asimismo, se ha señalado que, si bien la Ley Karin ha contribuido a 
visibilizar la violencia laboral, su aplicación ha puesto de manifiesto deficiencias especialmente 
relevantes en materia de protección efectiva y resolución oportuna de denuncias (Valenzuela, 2025). 
 
La elevada cantidad de casos ha generado, además, preocupación por la capacidad institucional de la 
DT. De acuerdo con el ILD, entre agosto de 2024 y junio de 2025 se habían presentado 44.212 denuncias 
por acoso laboral, acoso sexual o violencia en el trabajo, de las cuales un 42% había sido preclasificado 
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como procedente bajo la Ley Karin, un 40% había sido descartado y un 18% permanecía en revisión 
(ILD, 2025). Esta situación ha dado lugar a propuestas destinadas a perfeccionar los criterios de 
admisibilidad y mejorar la eficiencia de los procedimientos. 
 
2.3 Recomendaciones y desafíos 
 
Las principales recomendaciones convergen en fortalecer tanto la dimensión preventiva como las 
capacidades institucionales. La DT ha planteado la necesidad de aumentar el conocimiento de la ley 
entre empleadores y personas trabajadoras, reforzar las medidas preventivas y examinar las razones 
por las cuales las grandes empresas derivan un número significativo de investigaciones al organismo 
fiscalizador (DT, 2024a; DT, 2026b: 12). 
 
En el mismo sentido, se propone reforzar la acción empresarial y sindical, así como incorporar de manera 
efectiva la perspectiva de género en la prevención y en las investigaciones (Díaz y Navarro, 2025: 65-
67). La CUT y la Mutual de Seguridad CChC recomiendan fortalecer a la DT mediante personal 
especializado, unidades técnicas y herramientas de seguimiento, además de crear una instancia 
interinstitucional tripartita encargada de evaluar la aplicación de la ley y formular propuestas de ajuste 
(2026: 26). 
 
En materia normativa, se ha sugerido establecer expresamente mecanismos de admisibilidad que 
permitan efectuar un examen preliminar fundado, compatible con las garantías del procedimiento, así 
como ampliar la protección a personas trabajadoras informales y en práctica profesional (CUT y Mutual 
de Seguridad CChC, 2026: 26). De este modo, los principales desafíos consisten en evitar que el sistema 
opere exclusivamente de manera reactiva, reforzar la prevención, asegurar investigaciones oportunas y 
rigurosas y promover un cambio cultural que permita construir entornos laborales basados en el respeto, 
la dignidad y la protección efectiva de las personas trabajadoras (Díaz y Navarro, 2025: 65; CUT y Mutual 
de Seguridad CChC, 2026: 25-27). 
 
II. Las sanciones aplicables a las denuncias falsas en el ámbito de Ley Karin 
 
La entrada en vigencia de la denominada “Ley Karin” significó un importante desafío para los espacios 
de trabajo, tanto públicos como privados, los que debieron adecuarse a las modificaciones introducidas 
en materia de prevención, investigación y sanción del acoso laboral, acoso sexual y violencia en el 
trabajo, así como a las nuevas obligaciones impuestas a los empleadores. 
 
En este contexto, tal como lo confirma el abogado José Tomás Erenchun (s/f), una de las interrogantes 
que se ha planteado con frecuencia por empleadores, trabajadores y organizaciones sindicales dice 
relación con las consecuencias que pueden derivarse de la formulación de una denuncia falsa al amparo 
de los procedimientos establecidos por la Ley Karin. 
 
1. Tipos de denuncias 
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Para abordar esta cuestión, y siguiendo lo señalado por Alejandra Pozo y Fidel Castro (2025), así como 
por José Tomás Erenchun (s/f), resulta necesario distinguir claramente entre tres categorías que, pese 
a tener una naturaleza diferente, pueden confundirse en la práctica: 
 
a) la denuncia inconsistente; 
b) la denuncia no acreditada; y 
c) la denuncia falsa. 
 
A continuación, se examinará brevemente cada una de estas categorías, con el objeto de precisar sus 
principales características y diferencias. 
 

a) Denuncia inconsistente 
 
La Dirección del Trabajo ha abordado expresamente el concepto de denuncia inconsistente. El Dictamen 
N.º 362/19, de 7 de junio de 2024, señaló: 
 

“Las denuncias inconsistentes, son aquellas que carecen de elementos suficientes para su 
adecuada comprensión, o integralidad, es decir, existe una deficiencia de información que requiere 
ser subsanada, no refiriéndose a un juicio de valor sobre el contenido de la denuncia formulada, 
en el sentido de su veracidad o falsedad”. 

 
Por consiguiente, una denuncia puede ser considerada inconsistente cuando se encuentra incompleta, 
es poco clara, presenta pasajes incoherentes o carece de antecedentes suficientes para permitir su 
adecuada comprensión. Sin embargo, dicha calificación no constituye un juicio acerca de la veracidad o 
falsedad de los hechos denunciados. 
 
La materia fue posteriormente desarrollada por la Dirección del Trabajo en el Dictamen N.º 146/13, de 
24 de febrero de 2026. 
 
De acuerdo con dicho Dictamen, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 211-A, letra e), del Código 
del Trabajo, el empleador se encuentra obligado a adoptar las medidas correspondientes frente a 
denuncias en materia de acoso sexual, acoso laboral y violencia en el trabajo ejercida por terceros 
ajenos a la relación laboral. 
 
A su vez, el artículo 12 del Reglamento que establece las directrices a las cuales deberán ajustarse los 
procedimientos de investigación de acoso sexual, laboral o de violencia en el trabajo, contenido en el 
D.S. N.º 21 de 2024, del Ministerio del Trabajo y Previsión Social, dispone en su inciso tercero que no 
resulta procedente efectuar un control de admisibilidad de la denuncia dentro de los procedimientos de 
investigación. 
 
El mismo pronunciamiento señala que esta regulación atiende precisamente a la obligación del 
empleador de dar cumplimiento a su deber de investigar sin que se encuentre dentro de sus facultades 
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desechar una denuncia u omitir su investigación porque presenta deficiencias iniciales de información 
(2026:3).  
 
No obstante, para que la investigación pueda desarrollarse adecuadamente, el inciso segundo del 
artículo 15 del Reglamento dispone: 
 

“Sin perjuicio de lo anterior, la persona a cargo de la investigación deberá hacer un análisis de la 
presentación, y ante denuncias inconsistentes, esto es, incoherentes o incompletas de acoso 
sexual, laboral o de violencia en el trabajo, proporcionará a la persona denunciante un plazo 
razonable a fin de completar los antecedentes o información que requiera para ello”. 

 
Sobre esta disposición, el mismo Dictamen agrega que la determinación del plazo para complementar 
la denuncia debe efectuarse teniendo especialmente presente el principio de celeridad, definido en el 
artículo 2º letra f) del Reglamento5. 
 
Por consiguiente, una denuncia puede ser inconsistente porque está incompleta, es poco clara o carece 
de antecedentes suficientes. 
 

b) Denuncia no acreditada 
 
Una situación distinta es aquella en que, desarrollado el procedimiento de investigación, los hechos 
denunciados no logran ser acreditados. 
 
La denuncia no acreditada, según lo define Alejandra Pozo y Fidel Castro (2025) corresponde a aquella 
respecto de la cual, una vez practicadas las diligencias de investigación, la evidencia recopilada resulta 
insuficiente para dar por establecidos los hechos denunciados. 
 
Esta falta de acreditación puede obedecer a diversos factores, tales como la inexistencia de testigos, 
insuficiencia de antecedentes documentales, versiones contradictorias o falta de otros medios de prueba 
que permitan establecer suficientemente la ocurrencia de los hechos. 
 
En consecuencia, una denuncia no acreditada no puede ser equiparada automáticamente a una 
denuncia falsa. 
 

c) Denuncia falsa 
 
La denuncia falsa constituye una categoría diferente. 
 

 
5 f) Celeridad. El procedimiento de investigación será desarrollado por impulso de la persona que investiga en 
todos sus trámites, de manera diligente y eficiente, haciendo expeditos los trámites y removiendo todo obstáculo 
que pudiera afectar su pronta y debida conclusión, evitando cualquier tipo de dilación innecesaria que afecte a las 
personas involucradas, en el marco de los plazos legales establecidos. 
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Según Alejandra Pozo y Fidel Castro (2025) puede conceptualizarse como aquella en que el relato de 
los hechos imputados es falaz, mendaz o inexistente, o en que estos son expuestos de manera 
deliberadamente alterada o amañada de acuerdo con la conveniencia de quien formula la denuncia. 
 
Por su parte, el abogado Erenchun (s/f) propone entender por denuncia falsa aquella formulada al 
amparo de los procedimientos de investigación de acoso sexual, acoso laboral y violencia en el trabajo 
que, fundada en hechos no acaecidos, maliciosamente tergiversados o derechamente falsos, se realiza 
con la intención de dañar la reputación, la situación laboral o las oportunidades de empleo de la persona 
denunciada. 
 
De esta forma, una denuncia falsa presupone algo diferente de la mera ausencia o insuficiencia de 
prueba. 
 
2. Ausencia de una sanción específica en la Ley Karin 
 
En la Ley Nº 21.643 y el Reglamento que fija las directrices para los procedimientos de investigación de 
acoso sexual, laboral y violencia en el trabajo6 no contemplan expresamente una sanción específica 
para las denuncias falsas. 
 
Esta cuestión fue abordada directamente en el citado Dictamen N.}º 146/13, de 24 de febrero de 2026 
de la Dirección del Trabajo. 
 
En dicho pronunciamiento se analizó, entre otras materias, la posibilidad de sancionar a una persona 
trabajadora que hubiese interpuesto una denuncia de mala fe con la intención de perjudicar a otro 
trabajador. 
 
Al respecto, la Dirección del Trabajo señaló que debía abstenerse de emitir un pronunciamiento jurídico 
respecto de la procedencia concreta de una determinada sanción, atendido que las atribuciones de 
mando, dirección y administración de la empresa corresponden al empleador, encontrándose implícita 
dentro de aquellas la potestad disciplinaria y sancionadora. 
 
El Dictamen recuerda, en esta materia, el criterio manifestado previamente en el Dictamen Nº 2084/104, 
de 17 de abril de 1997. 
 
Sin perjuicio de ello, la Dirección del Trabajo advierte que el ejercicio de la potestad disciplinaria debe 
efectuarse siempre con estricto apego al marco legal y a lo dispuesto en el correspondiente Reglamento 
Interno de Orden, Higiene y Seguridad. En particular, el Dictamen N.º 146/13 señala: 
 

“La Ley N°21.643, como el Reglamento, no contemplan sanción o efecto alguno ante aquellas 
situaciones en que se verifica la existencia de una denuncia presentada de mala fe o para 
perjudicar a otra persona”. 

 
 

6 . D.S. N.º 21 de 2024. Ministerio del Trabajo.   
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En consecuencia, no existe una sanción automática establecida por la Ley Karin por el solo hecho de 
que una denuncia resulte desestimada o no acreditada. 
 
Una cuestión diferente se presenta cuando existen antecedentes suficientes para demostrar que los 
hechos denunciados eran deliberadamente falsos, que se actuó de mala fe o que existió una intención 
de perjudicar a otra persona. En tales circunstancias, deben analizarse las eventuales consecuencias 
jurídicas atendiendo a la naturaleza de la conducta, al régimen laboral aplicable y a las normas que 
resulten pertinentes. 
 
3. Consecuencias de una denuncia falsa en el sector privado 
 
Como se señaló anteriormente, ni la Ley Karin ni su Reglamento establecen una sanción específica y 
automática aplicable a las denuncias falsas en el ámbito de las relaciones laborales privadas. Sin 
embargo, ello no significa que una conducta deliberadamente falsa y ejecutada de mala fe carezca 
necesariamente de consecuencias jurídicas. 
 
Dependiendo de las circunstancias concretas, dichas consecuencias pueden manifestarse en el ámbito 
laboral, eventualmente en el ámbito penal y, asimismo, en materias vinculadas con la protección de la 
honra y los daños derivados de la difusión de imputaciones falsas. 
 
3.1.  Consecuencias laborales y potestad disciplinaria del empleador 
 
En el ámbito laboral, el Dictamen N.º 146/13, de 24 de febrero de 2026, señala que las facultades de 
mando, dirección y administración corresponden al empleador y que, dentro de ellas, se encuentra 
implícita la potestad disciplinaria y sancionadora. 
 
El ejercicio de dicha potestad, sin embargo, debe encontrarse sujeto al marco legal vigente y a las 
disposiciones contenidas en el Reglamento Interno de Orden, Higiene y Seguridad (RIOHS). 
 
En este contexto, José Tomás Erenchun (s/f) ha señalado que la ausencia de una sanción específica 
dentro de la Ley Karin ha llevado a algunas empresas privadas a intentar subsanar este vacío normativo 
mediante modificaciones de sus respectivos Reglamentos Internos. 
 
De acuerdo con dicha posición, existen empresas que han incorporado expresamente las denuncias 
falsas: 

 como prohibiciones aplicables a trabajadores; 
 como contravenciones a sus cartas o valores corporativos; 
 como infracciones al deber general de honestidad; o 
 en determinados casos, como conductas susceptibles de ser consideradas expresiones de acoso 

laboral. 
 
En otros casos, se ha dispuesto que la presentación deliberada de una denuncia falsa vulnera el valor 
corporativo de la honestidad y, en esas circunstancias, puede constituir una contravención a los deberes 
generales establecidos para los trabajadores de la empresa. 
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Por consiguiente, una denuncia deliberadamente falsa podría dar lugar a la evaluación de medidas 
disciplinarias por parte del empleador, siempre que exista fundamento legal y reglamentario suficiente, 
debiendo considerarse, además, la gravedad de los hechos y las circunstancias concretas del caso. 
 
3.2. Eventual responsabilidad penal 
 
Además de las consecuencias que pudieran producirse dentro de la relación laboral, una denuncia 
deliberadamente falsa podría eventualmente generar responsabilidad penal, siempre que concurran los 
presupuestos establecidos por la legislación penal. 
 
En este sentido, el artículo 211 del Código Penal sanciona a quien maliciosamente presenta una 
denuncia mediante la cual imputa falsamente a otra persona un hecho constitutivo de delito, infracción 
administrativa o infracción disciplinaria. Esta disposición sanciona la acusación o denuncia en los 
supuestos establecidos por la legislación penal y contempla penas privativas de libertad y multas, 
dependiendo de la gravedad de la conducta falsamente imputada. El Código Penal también introduce 
un incentivo para corregir el daño causado por una denuncia falsa a través de la retractación 
oportuna, regulada en el artículo 211 ter. 
 
Esto quiere decir que, si quien realiza la denuncia calumniosa se retracta antes de que se tomen 
medidas judiciales contra la persona acusada, puede beneficiarse de una atenuación significativa de la 
pena o incluso quedar exento de responsabilidad penal en casos excepcionales. 
 
En particular, las consecuencias varían atendiendo a si el hecho imputado corresponde a un crimen, 
simple delito o falta, considerando la distinción efectuada por el artículo 3º del Código Penal y la escala 
general de penas contemplada en el artículo 21 del mismo cuerpo legal. Sin embargo, resulta 
especialmente importante señalar que una denuncia interna formulada en el marco de un procedimiento 
de Ley Karin no queda automáticamente comprendida en esta figura penal. 
 
3.3. Protección de la honra y eventual responsabilidad por los daños causados 
 
Una denuncia falsa también puede generar consecuencias cuando la imputación es difundida más allá 
de las personas que necesariamente deben intervenir en el procedimiento de investigación. Así puede 
ocurrir cuando las acusaciones son comunicadas entre compañeros de trabajo, clientes, proveedores, 
terceros o difundidas mediante redes sociales u otros medios. 
 
En tales circunstancias podrían surgir cuestiones relacionadas con la protección de la honra y reputación 
de la persona denunciada, así como una eventual responsabilidad por los perjuicios ocasionados. 
 
4. Situación particular de las denuncias falsas en el sector público 
 
En el sector público, la situación es distinta, en razón que existen disposiciones legales que contemplan 
expresamente consecuencias frente a la formulación de denuncias falsas o carentes de fundamento 
efectuadas con ánimo deliberado de perjudicar a otra persona. 
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En particular, el numeral 9 del artículo 62 de la Ley Nº 18.575 contempla como contravención al principio 
de probidad administrativa la formulación de denuncias de irregularidades o faltas a dicho principio que 
carezcan de fundamento y sean efectuadas con el ánimo deliberado de perjudicar a la persona 
denunciada. 
 
Por otra parte, el texto analizado identifica normas específicas en los estatutos administrativos. En 
particular: la letra d) del artículo 125 de la Ley Nº 18.834; y la letra e) del artículo 123 de la Ley Nº 18.883, 
contemplan la medida disciplinaria de destitución respecto de la presentación de denuncias falsas de 
infracciones disciplinarias, faltas administrativas o delitos, en los supuestos establecidos por dichas 
normas, particularmente cuando aquellas se presentan a sabiendas de su falsedad o con el ánimo 
deliberado de perjudicar a las personas denunciadas. 
 
III. Proyecto de ley que sanciona acusaciones falsas en materia laboral  

El proyecto de ley que “Sanciona las acusaciones falsas en materia laboral, y modifica el Código Penal 
y el Código del Trabajo del modo que indica” -Boletín N° 18.278-13- fue iniciado en moción de los 
senadores Lee, Gatica, Kaiser, Bianchi y Calisto, con fecha 20 de mayo de 2026. La iniciativa se 
encuentra en primer trámite constitucional en la Comisión de Trabajo y Previsión Social del Senado.   
 
La iniciativa busca sancionar las acusaciones falsas en materia laboral. Según sus autores, su objetivo 
es resguardar la presunción de inocencia y la igualdad de armas, evitar la instrumentalización de los 
procedimientos laborales y asegurar la reparación de quienes resulten afectados por denuncias o 
demandas sustentadas en hechos falsos (moción parlamentaria, 2026).  
 
De acuerdo con la moción, se define como demanda o denuncia laboral temeraria aquella interpuesta 
con conocimiento de la falsedad de los hechos, o con manifiesta negligencia en su verificación, con el 
propósito de obtener un beneficio económico o procesal, o perjudicar la honra del denunciado. La 
declaración de temeridad podrá ser solicitada por quien haya sido demandado o denunciado ante el 
mismo tribunal laboral que conoció la causa. 
 
Asimismo, la moción contempla, la creación de un delito de fraude procesal laboral cuando una denuncia 
o demanda basada en hechos falsos, declarada judicialmente temeraria, permita obtener beneficios 
económicos o indemnizaciones. También establece responsabilidad solidaria para investigadores 
externos o peritos que emitan informes fraudulentos o con grave infracción a la lex artis para sustentar 
una denuncia falsa. 
 
Entre sus principales modificaciones, propone incorporar al Código Penal un nuevo artículo 211 quáter, 
estableciendo penas de presidio menor en su grado mínimo a medio y multas de 10 a 30 UTM; y 
modificar el artículo 160 del Código del Trabajo para incorporar como nueva causal de despido, la 
interposición de una denuncia o demanda de tutela laboral declarada temeraria o maliciosa por sentencia 
judicial firme. 
 
Con fecha 2 de junio de 2026,  el proyecto de ley fue remitido a la Corte Suprema, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 77 de la Constitución Política y artículo 16 de la Ley N°18.918, Orgánica del 
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Congreso Nacional, dado que la iniciativa contiene normas que dicen relación con la organización y 
atribuciones de los tribunales. 
 
En su informe, la Corte Suprema analiza la propuesta y sus efectos sobre el ejercicio de las acciones 
laborales. Al respecto, advierte falta de uniformidad en el uso de conceptos como “falsedad”, “temeridad”, 
“malicia” y “calumnia”, además de inconsistencias respecto de los actos procesales comprendidos en la 
regulación. También observa que el proyecto utiliza la expresión “querella”, figura que no existe como 
instrumento procesal en materia laboral. 
 
La Corte destaca que la sola falta de acreditación de los hechos no debería ser suficiente para sancionar 
a quien interpone una acción laboral, debido a que una demanda puede ser rechazada aun cuando haya 
sido ejercida de buena fe. En consecuencia, señala que la responsabilidad debería sustentarse en el 
conocimiento de la falsedad, la mala fe o una negligencia de entidad equivalente.  
 
Finalmente, la Corte cuestiona el procedimiento previsto para efectuar la declaración de temeridad, 
especialmente su tramitación mediante un incidente de previo y especial pronunciamiento o mediante 
juicio monitorio, por estimar que estos mecanismos no se ajustan adecuadamente a la naturaleza y a 
los efectos de la materia regulada. 
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